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CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA – SUBSECCIÓN C

Expediente número 11001-03-15-000-2021-06327-00
Accionante. Rubén Darío Basto Devia

Accionado: Comisión nacional de Disciplina Judicial

CONSEJERO PONENTE: JAIME ENRIQUE RODRÍGUEZ NAVAS
Bogotá D.C., veintidós (22) de octubre de dos mil veintiuno (2021)
Referencia: 
Acción de tutela
Radicación:
11001-03-15-000-2021-06327-00
Accionante:
Rubén Darío Basto Devia
Accionado:
Comisión Nacional de Disciplina Judicial 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
La Sala decide la acción de tutela presentada por Rubén Darío Basto Devia en contra de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial. 

I. ANTECEDENTES

1.1. Solicitud de tutela

Rubén Darío Basto Devia presentó escrito de tutela en procura del amparo de sus derechos fundamentales al debido proceso, a la doble instancia y al acceso a la administración de justicia, que consideró fueron desconocidos por la Comisión Nacional de disciplina Judicial, en la sentencia del 1 de septiembre de 2021 que confirmó la decisión del 20 de mayo de 2020 que le impuso sanción disciplinaria de suspensión en el ejercicio de la profesión por el término de doce (12) meses. 
1.2. Hechos

Manifestó el accionante Rubén Darío Basto Devia los siguientes: 

1.2.1. Que en su contra se inició investigación disciplinaria que tuvo como génesis la compulsa de copias que efectúo el Juez Quinto Laboral de Ibagué dentro del expediente ordinario radicado al número 73001310500520110060400. 
1.2.2. El entonces Consejo Seccional de la Judicatura del Tolima Bogotá – Sala Disciplinaria, le impuso en fallo del 20 de mayo de 2020, como sanción, la suspensión por el término de doce (12) meses del ejercicio de la profesión de abogado al encontrarlo responsable de la conducta descrita en el numeral 1º del artículo 37 y numeral 4º del artículo 35 de la Ley 1123 de 2007, por incumplir los deberes establecidos en los numerales 8 y 10 del artículo 28 de la misma ley.  
1.2.3. El disciplinado presentó, en contra de la decisión sancionatoria, recurso de apelación, que fue decidido por la Comisión Nacional de Disciplina Judicial el 1 de septiembre de 2021 confirmando la sanción. 
1.3. Pretensiones de tutela

Rubén Darío Basto Devia solicitó la protección de sus derechos fundamentales al debido proceso, a la doble instancia y al acceso “correcto” a la administración de justicia que afirmó fueron vulnerados por la accionada al sancionarlo disciplinariamente.

Como consecuencia de lo anterior solicitó: i) “la revocatoria de la sentencia de fecha septiembre 1 de 2021”, el archivo de la investigación disciplinaria y la notificación a las entidades correspondientes “dejando indemne la conducta, honra y buen nombre”; ii) decretar que el abogado “RDBD” no cometió ninguna falta disciplinaria a la luz de la Ley 1123 de 2013 y ningún otro ordenamiento jurídico. 
1.4. Fundamentos de la acción 
El accionante manifestó que las autoridades accionadas “pierden de vista su labor de servicio en prevalencia del interés general”, el deber que se tiene para con el ciudadano y la administración de justicia porque: 

- soslaya lo que las partes en litigio admitieron y aceptaron como responsabilidades propias ante el juez competente laboral,

- no existe queja contra el abogado Rubén Darío Basto Devia, que le permita al juez disciplinario sancionar en conformidad a los presupuestos legales;

- no tiene en cuenta el verdadero sentido del contenido de la prueba documental que exonera de cualquier irregularidad al abogado; 

- no valora la totalidad de las pruebas allegadas al expediente disciplinario conculcando el principio de necesidad de la prueba y el derecho de defensa del sancionado;

- el contrato de prestación de servicios profesionales de abogado es un vínculo contractual legal entre los allí firmantes, vigente y eficaz, con presunción de legalidad incólume; 

- se aparta de nuestro ordenamiento jurídico, que protege el principio de seguridad jurídica y el debido proceso. 
Agregó que dentro del proceso disciplinario se encuentran las pruebas claras y fehacientes que demuestran que el sancionado cumplió el mandato otorgado. Manifestó que dentro del expediente ordinario y en el disciplinario está reseñado el embargo que el juez laboral decretó de las cuentas del demandado Alexander Ñustes Devia desde el año 2012, mucho antes que el demandante allegara la solicitud de archivo del trámite ejecutivo por pago total de la deuda. Y agregó que también se encuentran los siguientes documentos: 
· Oficio de mayo 6 de 2016 proveniente del Banco Caja Social,

· Auto de junio 14 de 2016 que ordenó el pago parcial de la obligación y que no fue objeto de recurso,

· Orden de pago del depósito judicial por $18.625.000.00 surtido antes del 31 de agosto de 2016 fecha en la que el demandante solicitó el archivo del proceso. Documento este con el que se demuestra que tanto el demandante como el demandado tenían conocimiento del pago parcial de la deuda cobrada. 

Concluyó afirmando que la sentencia “desborda la ley sustancial y procedimental, al punto de conculcar los derechos fundamentales y humanos del tutelante, existe suficiente material probatorio que demuestra fehacientemente que la actuación del abogado aquí accionante, no se encuentra inmersa en el fenómeno de la antijuridicidad, elemento jurídico exigido por el legislador en el Código Disciplinario del abogado, esto es, porque no contradice ni el derecho ni la ley y se encuentra cobijado bajo el manto de la justificación, respetando el deseo del demandante que mediante documento escrito autenticado notarialmente, bajo la gravedad de juramento, requirió al H. Juez laboral para que archivara el proceso y/o diligencias laborales, satisfecho con el pago recibido de $25.014.271.00 pesos, por parte del demandante, ratifica y prueba esta situación el documento, igualmente autenticado notarialmente y bajo la gravedad de juramento, que afirma haberse gastado toda la plata los $25.014.271.00 (…) declaración allegada al expediente en octubre 26 de 2016, material probatorio documental sin ninguna tacha con presunción de legalidad incólume.”

Insistió en que la retención de dinero por la que se le sancionó jamás existió y así lo demostró con el material probatorio referido. Destacó que la falta de apreciación integral de la prueba y en especial el no tener en cuenta que el demandante en el proceso ordinario afirmó bajo juramento que por razones personales se ausentó de la ciudad de Ibagué. 
Finalmente refiere que se configuró la prescripción porque los hechos que dieron origen a la investigación se verificaron el 24 de junio de 2016 y el fallo de primer grado es de mayo de 2020.

1.5. Trámite de tutela e intervenciones 
El Magistrado Ponente de la Sección Tercera, Subsección B de esta Corporación admitió la acción el 21 de septiembre de 2021. En el mismo proveído negó la medida provisional, ordenó notificar a la accionada y dispuso la vinculación como tercero con interés, de la Comisión de Disciplina Judicial Seccional Tolima. 
Una vez surtidas las notificaciones, recibió respuesta de la Comisión de Disciplina Judicial y de la Comisión Seccional de Disciplina Judicial Seccional Tolima. 
1.5.1. La Comisión Nacional de Disciplina Judicial solicitó negar la pretensión de amparo ante la ausencia de vulneración de algún derecho fundamental. Los fallos de fondo indicaron y expusieron las razones que los sustentaron, valoraron las pruebas y el proceso disciplinario se adelantó bajo las ritualidades y garantías de la Ley 1123 de 2007. 
Agregó que al disciplinado se le garantizó un juicio imparcial y bajo las previsiones del Código Disciplinario del Abogado, en el cual contó con las herramientas que la norma ofrece, como, participar en el decreto y práctica de pruebas, en las diligencias desarrolladas, presentar alegatos de conclusión y recurrir la decisión de la Seccional. 

En relación con la prescripción de la acción precisó que para el momento de la expedición de la sentencia y su ejecutoria inmediata, la acción disciplinaria no se encontraba prescrita atendiendo la naturaleza de las faltas reprochadas y su ejecución. 

1.5.2. La Comisión Seccional de Disciplina Judicial del Tolima manifestó que de la lectura de la demanda de tutela se infiere que lo pretendido es reabrir el debate que ya culminó. Afirmó que si bien el accionante enuncia la existencia de las “supuestas causales, estas no se concretan en hechos precisos, más allá de la inconformidad con el resultado adverso del proceso jurisdiccional disciplinario”, que se adelantó con el respeto debido a los derechos fundamentales.  
II. CONSIDERACIONES

2.1. Competencia

La Sala es competente para decidir la presente acción de tutela en virtud de lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, en el Decreto 2591 de 1991, en el Decreto 1983 de 2017 que modificó el Decreto 1069 de 2015 y en el Acuerdo de Sala Plena del Consejo de Estado No. 080 del 12 de marzo de 2019
.

2.2. Procedibilidad de la acción

Como lo ha establecido la jurisprudencia constitucional y particularmente en la sistematización realizada en la sentencia C-590 de 2005, en los casos en que la solicitud de amparo se dirige contra una providencia judicial, es pertinente realizar,  primero, un examen de procedibilidad general
, para luego, y solo en caso de encontrar cumplidos los presupuestos, avanzar hacia el pronunciamiento de fondo en el que se resuelve el problema jurídico, en los términos de los defectos aducidos por los accionantes conforme a las causales específicas de procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial
. 
En línea con lo anterior:

2.2.1. La Sala encuentra acreditada la legitimación en la causa por activa, porque el peticionario es el titular de los derechos cuya vulneración motiva la pretensión de amparo.

También está probada la legitimación en la causa por pasiva porque la Comisión Nacional de Disciplina Judicial profirió el 1 de septiembre de 2021 la sentencia de segunda instancia que, según el accionante, vulneró sus derechos fundamentales. 

2.2.2. Relevancia constitucional. En el presente asunto, Rubén Darío Basto Devia indicó como fundamento de su escrito de tutela, en concreto, que la Comisión Nacional de Disciplina Judicial, lo sancionó sin que existiera conducta alguna reprochable. Y aunque no lo expone de manera clara y precisa le atribuye a la sentencia censurada, un defecto fáctico por indebida valoración probatoria en cuanto afirmó que la Comisión Nacional de Disciplina Judicial no valoró de manera integral las pruebas, pues si ello hubiera ocurrido, la conclusión habría sido otra, que no existió conducta censurable y sancionable. 
Además, precisó que en el expediente disciplinario se encuentran todas las pruebas claras y fehacientes que demuestran que el abogado sancionado cumplió a cabalidad con el mandato dado por el poderdante, quien mediante documento escrito consigna su pretensión del archivo definitivo del expediente con número de radicación 2011-604. 
Al respecto, es preciso recordar que, quien solicita el amparo debe cumplir con la carga de exponer las razones por las que el reproche a una providencia que ha hecho tránsito a cosa juzgada, trasciende de la controversia litigiosa propia de la causa ordinaria
, a una cuestión con relevancia constitucional, en términos de los defectos definidos por la jurisprudencia como únicas causales que habilitan el control constitucional concreto
. 
2.3.2. La Sala en consonancia con lo hasta aquí expuesto observa que, en relación con el defecto fáctico, el accionante reprochó, en general, que la autoridad disciplinaria no hubiera valorado las pruebas que acreditaban la inexistencia de la conducta, pero no indicó ni individualizó el medio o los medios probatorios que de menara concreta demostrar su afirmación y que no se tuvieron en cuenta; pretendiendo que en sede de tutela se efectúe un examen integral de los presupuestos fácticos y probatorios del caso. 
Tal situación impide que esta alegación supere el requisito de relevancia constitucional que en tratándose de las acciones de tutela contra providencia judicial se cumple siempre que la posible amenaza o afectación iusfundamental se predique, en concreto, de la decisión por afectar el núcleo constitucional del derecho al debido proceso. Con ello se descarta el uso de este medio de control constitucional como una instancia o recurso adicional para controvertir las decisiones de los jueces
. Luego, un planteamiento general sobre la actuación del fallador (en el caso, indebida valoración del material probatorio), llevaría a que el juez de tutela se pronuncie sobre el asunto que ya resolvieron los órganos competentes. 
Así, el defecto fáctico que el accionante le atribuye a la providencia reprochada en esta sede constitucional, carece de relevancia, pues lo que se propone es el reestudio del asunto por parte del juez constitucional, sin exponer argumentos distintos a los que fueron planteados en cada una de las instancias del proceso disciplinario, ni describir el medio probatorio dejado de valorar y cuyo análisis hubiera significado una decisión diferente. 

Bajo estas consideraciones es claro que el único fin del accionante es reabrir el debate probatorio, lo cual resulta ajeno a este trámite constitucional en el que se efectúa un juicio de validez y no de corrección de la providencia judicial.  
En ese orden, como ya se indicó, la acción de tutela no está diseñada para valorar per saltum hechos o argumentos que deben ser de conocimiento del juez ordinario. En el caso, ello significa que al juez de amparo no le corresponde hacer una valoración legal del régimen disciplinario y de la conducta del sancionado, sino un control constitucional sobre garantías procesales.
Es preciso destacar que el accionante no desvirtuó, en concreto, el extenso análisis probatorio efectuado por el juez del proceso disciplinario, que justificó la imposición de la sanción de suspensión por quebrantar los deberes establecidos en los numerales 8
 y 10
 del artículo 28 de la ley 1123 de 2007, e incurrir en las faltas descritas en el numeral 1
 del artículo 37 y numeral 4
 del artículo 35 ibídem.
Finalmente, y en relación con la prescripción de la acción disciplinaria, precisa la Sala que no se configuró por lo siguiente:

1. la actuación disciplinaria se originó con la compulsa de copias realizada por el Juzgado Quinto Laboral de Ibagué en auto del 25 de abril de 2017 quien encontró irregularidades que consideró debían ser puestas en conocimiento de la autoridad disciplinaria, relacionadas con la negativa a devolver una suma de dinero que el sujeto disciplinable cobró el 24 de junio de 2016 dentro de un trámite ejecutivo.

2. el fallo de primera se instancia se emitió el 20 de mayo de 2020 por la entonces Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Tolima. 

3. la notificación de la decisión sancionatoria se llevó a cabo el 1 de junio de 2020. Así lo muestra el folio 280 del cuaderno anexo. 

4. lo anterior indica que el fallo fue proferido y notificado dentro del término de prescripción legalmente previsto. 

Consecuente con lo anterior, no se configuró el defecto procedimental propuesto de manera anti técnica por el accionante y por tal razón se niega el amparo solicitado en relación con el citado defecto. 
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
FALLA
PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE el amparo constitucional solicitado por Rubén Darío Basto Devia en contra de la Comisión Nacional de Disciplina Judicial, por los motivos expuestos en esta providencia, en relación con el defecto fáctico propuesto.
SEGUNDO: NEGAR el amparo constitucional por la no estructuración del defecto procedimental alegado, atendiendo las consideraciones expuestas en la parte motiva. 

TERCERO: NOTIFICAR a las partes e intervinientes en la forma prevista en el artículo 30 del Decreto Ley 2591 de 1991.
CUARTO: REMITIR la presente providencia, si no fuere impugnada, a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
JAIME ENRIQUE RODRÍGUEZ NAVAS

Presidente de Sala

GUILLERMO SÁNCHEZ LUQUE

Magistrado
Aclaración de voto Cfr. Rad. 11001-03-15-000-2019-01299-0
NICOLÁS YEPES CORRALES


Magistrado
� Publicado en el diario oficial 50.913 del 1 de abril de 2019.


� Antes que todo es necesario (i) verificar la legitimación en la causa como una exigencia preliminar en cualquier acción de amparo, para, posteriormente, pasar a constatar los demás requisitos generales de procedibilidad, en los siguientes términos: (ii) que en la solicitud de tutela se expresen de manera clara los hechos y los fundamentos de la afectación de derechos que se imputa a la decisión judicial; (iii) que la cuestión que se discute tenga relevancia constitucional; (iv) que previo a la solicitud de tutela se hayan agotado todos los medios de defensa judicial con los que cuenta la persona afectada; (v) que se cumpla con el principio de inmediatez; (vi) que en caso de que se alegue una irregularidad procesal, la misma tenga la entidad de afectar la decisión; y de manera general, (vii) no procede elevar una solicitud de amparo contra decisiones proferidas dentro de procesos de tutela.


� Las causales específicas de procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial se concretan en los defectos o errores en que puede incurrir la decisión cuestionada, de modo que, si en una decisión judicial se presenta alguna de las causales específicas, podrá ser razón suficiente para el amparo constitucional. A saber:   


a) Defecto orgánico, que se presenta cuando el juez carece de competencia; b) defecto procedimental, que ocurre cuando la autoridad judicial actuó al margen del procedimiento establecido; c) defecto fáctico, esto es, cuando el juez no tuvo en cuenta el material de prueba obrante en el expediente para proferir decisión; d) defecto material o sustantivo, el que se origina en el evento en que se decida con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, en contravía de ellas, o existe una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión; e) error inducido, cuando la autoridad judicial es víctima de engaño por terceros y el mismo lo condujo a tomar una decisión que afecta derechos fundamentales; f) decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional; g) desconocimiento del precedente constitucional, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance y h) violación directa de la Constitución Política, cuando los jueces desconocen la aplicación de la Ley Fundamental, conforme al mandato consagrado en el artículo 4º de la Carta Política que antepone de manera preferente la aplicación de sus postulados.


� “No se trata de convertir la tutela en un mecanismo ritualista, sino de exigir una actuación razonable para conciliar la protección eficaz de los derechos fundamentales, con los principios y valores en juego, al controvertir una providencia judicial”. Corte Constitucional, sentencia T-066 de 2019. Por supuesto, el fallador de tutela requiere examinar que, de esos asuntos legales, no se desprendan violaciones a los derechos y deberes constitucionales, pues, de ser así, adquieren relevancia constitucional inmediata. Corte Constitucional, sentencia T-1031 de 2001, citada en T-114 de 2002 y T-136 de 2015.


� Cfr. sentencia C-590 de 2005.


� Corte Constitucional, sentencia T-102 de 16 de febrero de 2006. En igual sentido ver sentencias T-075-18, T-451-18, T-422-18.


� Obrar con lealtad y honradez en sus relaciones profesionales. En desarrollo de este deber, entre otros aspectos, el abogado deberá fijar sus honorarios con criterio equitativo, justificado y proporcional frente al servicio prestado o de acuerdo a las normas que se dicten para el efecto, y suscribirá recibos cada vez que perciba dineros, cualquiera sea su concepto.


Asimismo, deberá acordar con claridad los términos del mandato en lo concerniente al objeto, los costos, la contraprestación y forma de pago. 


� Atender con celosa diligencia sus encargos profesionales, lo cual se extiende al control de los abogados suplentes y dependientes, así como a los miembros de la firma o asociación de abogados que represente al suscribir contrato de prestación de servicios, y a aquellos que contrate para el cumplimiento del mismo.


�  Demorar la iniciación o prosecución de las gestiones encomendadas o dejar de hacer oportunamente las diligencias propias de la actuación profesional, descuidarlas o abandonarlas.


�  No entregar a quien corresponda y a la menor brevedad posible dineros, bienes o documentos recibidos en virtud de la gestión profesional, o demorar la comunicación de este recibo.
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